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En el Acuerdo sobre Competitividad, Empleo Estable y Cohesión Social, 

firmado el 8 de julio del 2004, el Gobierno y las organizaciones sindicales 

y empresariales expresaron la voluntad de abordar un proceso de diálogo 

en el ámbito de la protección social. Y ello, con el fin de adaptar “nuestra 

protección social a las nuevas realidades, que configuran nuevas 

necesidades, siendo prioritaria la atención a las situaciones de 

dependencia, uno de los principales problemas tanto de los jubilados y 

discapacitados como de sus familias”. 

 

Actualmente la atención a estas personas se realiza, sobre todo, en el 

ámbito familiar y recae especialmente en las mujeres que se ven 

imposibilitadas de llevar a cabo actividad laboral alguna. La atención 

mediante servicios tiene una cobertura claramente insuficiente y con 

importantes diferencias territoriales. 

 

Hoy la atención pública a las personas dependientes se realiza en 

España desde los servicios de salud y los servicios sociales en los que 

son competentes las Comunidades Autónomas y, en algunas materias, 

en cooperación con las Corporaciones Locales. Por otra parte, el sistema 

de Seguridad Social atiende situaciones de dependencia: gran invalidez, 

complementos de ayuda a tercera persona en la pensión no contributiva 

de invalidez y de la prestación familiar por hijo a cargo con discapacidad, 

asimismo, las prestaciones de servicios sociales en materia de 

reeducación y rehabilitación de personas con discapacidad y de 

asistencia a las personas mayores recogidas en el artículo 38 e) de la 

Ley General de la Seguridad Social.  

 

Las familias españolas han jugado y juegan un inestimable papel en la 

atención a las personas dependientes, pero el proceso acelerado de 
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envejecimiento y los cambios de las familias españolas están provocando 

que el apoyo informal haya entrado en crisis.  

 

La atención de las necesidades de las personas en situación de 

dependencia - personas mayores y personas con discapacidad- se ha 

convertido, sin duda, en un reto para las políticas públicas ante las 

dificultades y costes que la dependencia supone para cientos de miles de 

familias.  

 

En consecuencia, es necesaria una respuesta integral a la atención de 

las personas dependientes que comprometa, en primer lugar, a los 

Poderes Públicos, pero también al conjunto de la sociedad: familias, 

organizaciones de mayores y personas con discapacidad, sector privado 

y tercer sector. 

 

Para abordar este reto, que atañe a la dignidad de la vida humana, los 

países más desarrollados de nuestro entorno han dado ya pasos 

inequívocos,  estableciendo derechos sociales en el área de los cuidados 

de larga duración. 

 

La atención a quienes se encuentran en situación de dependencia  es 

una exigencia para avanzar en la sociedad del bienestar y en la 

construcción de una sociedad más justa y más digna. Este objetivo se 

inscribe en el modelo de Estado social que consagra la Constitución 

Española y en la que los Poderes Públicos han de garantizar dicha 

atención, instrumentando las políticas públicas adecuadas. 

 

El Gobierno y las organizaciones sindicales y empresariales quieren dar 

un nuevo paso en el reforzamiento y mejora del Estado del Bienestar y 

en la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos mediante el 
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desarrollo de un nuevo sistema de protección a las personas en situación 

de dependencia y sus familias. 

 

La puesta en marcha de este sistema tendrá un impacto directo en el 

bienestar de más de 1.350.000 personas en situación de dependencia y 

sus familias, con una importante repercusión, a su vez, en la actividad 

económica de nuestro país, en la generación de nuevos empleos, y en la 

conciliación de la vida personal y profesional. 

 

Para el Gobierno y las organizaciones sindicales y empresariales la 

implantación de un sistema de promoción de la autonomía personal y de 

atención a la dependencia es un avance fundamental en la protección 

social que configura el elemento central del cuarto pilar del estado del 

bienestar, estableciendo un nuevo derecho de ciudadanía, de carácter 

subjetivo. Además hace posible que el crecimiento económico del país 

vaya acompañado de un mayor bienestar social de los ciudadanos, 

especialmente de aquellos con graves limitaciones en la realización de 

las actividades básicas de la vida diaria. 

 

El Gobierno y las organizaciones sindicales y empresariales consideran 

que los Poderes Públicos deben ofrecer respuestas eficientes para 

garantizar la atención a las situaciones de dependencia en condiciones 

de equidad para todos los ciudadanos. Sin perjuicio de ello, con carácter 

complementario y financiación privada,  se podrán suscribir seguros 

privados de dependencia conforme al marco jurídico que se determine.  

 

La promoción de la autonomía personal y atención a las personas en 

situación de dependencia ha de ser compartida por todas las 

Administraciones, en el ejercicio de sus competencias. La intervención de 

la Administración General del Estado está legitimada por el mandato 

constitucional de que todos los españoles han de tener los mismos 
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derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio español (art. 

139.1 CE), así como por la competencia estatal para la regulación de las 

condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles 

en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 

constitucionales (art. 149.1.1 CE). 

 

En consonancia con lo expuesto, el Gobierno y las organizaciones 

sindicales y empresariales acuerdan impulsar un Sistema Nacional de 

Dependencia mediante una ley que tendrá la condición de norma básica, 

que promueva la autonomía personal y garantice el derecho a ser 

atendido en situaciones de dependencia, y en la que se establecerán  las 

condiciones básicas y los requisitos de acceso a los servicios y 

prestaciones en condiciones de equidad en todo el territorio del Estado. 

El Sistema Nacional de la Dependencia se configura como una nueva 

modalidad de protección social que amplía y complementa la acción 

protectora de la Seguridad Social y del Estado. 

 

 

Principios del Sistema Nacional de Dependencia 
 
El Sistema Nacional de Dependencia se fundamentará, entre otros, en 

los siguientes principios:  

 

- El carácter universal y público de las prestaciones. 

 

- El acceso a las prestaciones de dependencia en condiciones 

de igualdad y no discriminación 

 

- La equidad en la distribución territorial de los recursos 
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- La promoción de las condiciones precisas para que las 

personas en situación de dependencia puedan llevar una 

vida con el mayor grado de autonomía posible. 

 

- La permanencia de las personas en situación de 

dependencia, siempre que sea posible, en el entorno en el 

que desarrollan su vida. 

 

- La colaboración de los servicios sociales y sanitarios, 

públicos y privados, con y sin ánimo de lucro, en la 

prestación de los servicios a los usuarios del Sistema 

Nacional de Dependencia. 

 

- La coordinación y colaboración interadministrativa. 

 

 
El derecho a los servicios y prestaciones de promoción de la 
autonomía personal y atención a la dependencia. 
 
Tendrán derecho a percibir los servicios y prestaciones de promoción de la 

autonomía personal y atención a la dependencia los españoles con una edad 

superior a 3 años que se encuentren en situación de dependencia en alguno de 

los grados establecidos. Las personas que carezcan de la nacionalidad 

española, y que reúnan los requisitos específicos de residencia que se 

determinen, se regirán por la normativa vigente en materia de extranjería, por 

los tratados internacionales  y los convenios que se establezcan con el país de 

origen.  

 

Para el ejercicio de este derecho estarán legitimadas, tanto en la vía 

administrativa como jurisdiccional, las personas a las que se refiere el 

apartado anterior. 
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La valoración de la dependencia 
 
Se establecerán tres Grados de dependencia: 

 

a) Dependencia moderada: Cuando la persona necesita ayuda 

para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, al 

menos una vez al día. 

 

b) Dependencia severa: Cuando la persona necesita ayuda para 

realizar varias actividades básicas de la vida diaria dos o tres 

veces al día, pero no requiere la presencia permanente de un 

cuidador. 

 
c) Gran dependencia: Cuando la persona necesita ayuda para 

realizar varias actividades básicas de la vida diaria varias veces 

al día y, por su pérdida total de autonomía mental o física, 

necesita la presencia indispensable y continua de otra persona. 

 

Cada uno de los grados de dependencia se clasificarán en dos niveles, 

en función de la autonomía de la persona y de la intensidad del cuidado 

que requiere. 

 

El grado y niveles de dependencia se determinará mediante un sistema 

público de valoración a través de un baremo común en todo el territorio 

del Estado, que determine el grado de autonomía de las personas y su 

capacidad para realizar las distintas actividades de la vida diaria.  
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La configuración del Sistema Nacional de Dependencia 
 
El Sistema Nacional de Dependencia se configura como un sistema 

integrado de prestaciones y servicios de prevención, atención y 

protección a las personas en situación de dependencia a través de una 

red que integre de forma coordinada centros y servicios públicos y 

privados concertados debidamente acreditados, con la cooperación de 

todas las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus competencias. 
 
El catálogo de servicios responderá a dos modalidades:  

 

1. Los Servicios para la promoción de la autonomía personal que 

comprende la prevención, la teleasistencia, las ayudas técnicas 

para la autonomía personal, las ayudas para la adaptación y 

accesibilidad del hogar y la asistencia personalizada. 

2. Los Servicios de atención y cuidado comprenden: el Servicio de 

ayuda a domicilio (atención de las necesidades del hogar, 

cuidados personales), el Servicio de atención en Centros de Día y 

de Noche (centros para mayores, de atención a menores de 65 

años y de atención especializada), el Servicio de atención en 

centro residencial (residencias de personas mayores 

dependientes, centros de atención a personas con discapacidad) 
 

La prestación de servicios a través de la oferta del Sistema de titularidad 

pública o concertada tendrá carácter prioritario. De no ser posible,  se  

procederá al reconocimiento de una prestación económica vinculada, 
suficiente y destinada a la provisión de la atención a través de servicios 

privados. Se establecerán mecanismos de control para que la utilización 

de estas prestaciones se destinen al cumplimiento de su finalidad. 

 

 8



Sin perjuicio de lo anterior, siempre que se den las circunstancias que 

garanticen unos cuidados adecuados, según el programa individual de 

atención, la persona en situación de dependencia podrá ser atendida en 

su ámbito familiar, recibiendo una compensación económica por ello, 

variable en función del grado de dependencia. 

 

Esta prestación en el ámbito familiar conllevará programas de 

información, formación, y respiro para los cuidadores, encargados de la 

atención de las personas en situación de dependencia. 

 

Se regulará la incorporación de los cuidadores familiares al Régimen de 

la Seguridad Social que se determine. La cotización empresarial será con 

cargo al Sistema Nacional de Dependencia. 

 

Asimismo, el sistema ofrecerá protección jurídica a las personas en 

situación de dependencia ante situaciones en las que se impida o 

dificulte el ejercicio de sus derechos, mediante la regulación de un 

régimen específico de infracciones y sanciones. 

 
 
Aplicación progresiva del sistema. 
 
El periodo de implantación del sistema se extenderá desde el 2007 al 

2015, fecha en la que estará plenamente implantado.  Transcurridos los 

primeros cinco años se realizará una evaluación de los resultados de la 

misma. 

 
El reconocimiento de las prestaciones de dependencia se realizará con 

un calendario progresivo, iniciándose por las personas más afectadas. El 

primer año serán reconocidas las prestaciones de quienes sean 

valorados  en el Grado III, niveles 1 y 2.  
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Financiación del sistema 
 
Los servicios y prestaciones del Sistema Nacional de Dependencia serán 

financiados por las Administraciones Públicas y se complementarán con 

aportaciones de los beneficiarios. La financiación del sistema será 

estable, suficiente y sostenible, asegurando la corresponsabilidad de 

todos los agentes implicados.  

 

La financiación de las Administraciones Públicas  se determina en el 

Consejo de Política Fiscal y Financiera. Durante el período de 

implantación progresiva del sistema, la Administración General del 

Estado establecerá anualmente en sus Presupuestos los créditos 

determinados para la atención a las personas en situación de 

dependencia. Su aportación será del  50% de la financiación pública del 

coste nuevo que represente la implantación del sistema y tendrá carácter 

finalista con objetivos concretos y cuantificables, e irá destinada 

prioritariamente a incrementar la red de servicios públicos, a ampliar el 

número de personas atendidas mediante concierto y a mejorar la 

intensidad de los servicios; asimismo, esta financiación posibilitará el 

acceso a servicios privados, cuando no sea posible garantizar un servicio 

de titularidad pública o concertada, y compensará económicamente a 

quienes sean atendidos en el medio familiar. 

 
El sistema atenderá de forma equitativa a todos los ciudadanos en 

situación de dependencia. Ningún ciudadano en situación de 

dependencia quedará sin atender por falta de recursos. Los beneficiarios 

contribuirán económicamente a la financiación de los servicios de forma 

progresiva en función de su capacidad económica personal, teniendo en 

cuenta para ello el tipo de servicio que se presta y el coste del mismo, 

garantizando  en los servicios de atención residencial un mínimo para 
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gastos personales. La prestación económica vinculada al servicio y la 

destinada a cuidados familiares se determinarán, asimismo, en función 

de la capacidad económica global de la persona dependiente. 

 

Cuando esté plenamente implantado, se estima que el coste anual del 

sistema se situará en torno a un punto del PIB, teniendo en cuenta el  

número de beneficiarios determinado en el Libro Blanco de la 

Dependencia y la protección establecida en el catálogo.  

 

 

Calidad del sistema 
 

El sistema fomentará la calidad en la prestación de los servicios de 

atención a la dependencia con el fin de asegurar, de forma eficiente, los 

derechos de las personas en situación de dependencia; para ello, se 

incorporarán las condiciones comunes de acreditación de los servicios y 

de los centros, los estándares de calidad de los servicios y calidad del 

empleo, los indicadores, las guías de buenas prácticas, las cartas de 

servicios, los sistemas de evaluación, e investigación, desarrollo e 

innovación.  

 

Además, se establecerá un sistema común de información que contendrá 

documentación sobre el catálogo de servicios, e incorporará, como datos 

básicos, lo relativo a la población protegida, recursos humanos, 

infraestructuras de la red, resultados obtenidos y datos relativos a la 

calidad y contemplará específicamente la realización de estadísticas en 

materia de dependencia, así como las de interés general 

supracomunitario y las que se deriven de compromisos con 

organizaciones internacionales.  
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Además se establecerá una base de información estadística sobre el 

envejecimiento, la discapacidad y la dependencia, estudio e investigación 

sobre dichas materias; y, en general, de todas aquellas cuestiones que 

contribuyan a la mejora y eficacia del Sistema. 

 

La calidad de los servicios se garantizará, asimismo, mediante la acción 

inspectora de las Administraciones Públicas competentes. 

 

 

Formación y cualificación de profesionales y cuidadores 
 
Se determinarán las cualificaciones profesionales más idóneas para el 

ejercicio de las funciones que se correspondan con el catálogo de 

servicios y se promoverán los planes de formación que sean necesarios 

para la implantación de los títulos de formación profesional y certificados 

de profesionalidad correspondientes a estos servicios, todo ello en el 

marco del Sistema Nacional de las Cualificaciones.  

 
Para el desarrollo e impulso de planes de formación se creará un Centro 

de Referencia Nacional de Servicios Sociales y Dependencia, 

dependiente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 
 
 
Dispositivos de vigilancia y alerta 
 
Se regularán dispositivos de vigilancia y alerta en beneficio de personas 

mayores y personas con discapacidad en casos de riesgos 

excepcionales (olas de calor y frío, inundaciones y otras situaciones de 

emergencia). 
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Comité Consultivo 
 
Se creará un Comité Consultivo a través del cual se hará efectiva, de 

manera permanente, la participación institucional de las organizaciones 

sindicales y empresariales más representativas. El mismo tendrá carácter 

tripartito (integrado por Administraciones Públicas, organizaciones 

sindicales y organizaciones empresariales) y paritario en la adopción de 

acuerdos. Su composición y funciones se determinarán normativamente.  

 

Seguimiento del Acuerdo 
 

El Gobierno y los interlocutores sociales se comprometen a continuar el 

Diálogo Social en el desarrollo normativo del Sistema Nacional de 

Dependencia. 

 

Para el análisis y seguimiento de este acuerdo y, en general, de la 

evolución del Sistema Nacional de Dependencia, se acuerda dar 

continuidad a la Mesa de Dependencia, actualmente constituida e 

integrada por las partes firmantes de este acuerdo. 

 
 
 

Madrid, 21 de diciembre de 2005 
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POR LA UNIÓN GENERAL DE 
TRABAJADORES (UGT) 
 
 
 
 
Cándido Méndez Rodríguez 
 
 
 
 

POR LA CONFEDERACIÓN DE 
COMISIONES OBRERAS (CC.OO) 
 
 
 
 
José María Fidalgo Velilla 
 
 

POR LA CONFEDERACIÓN 
ESPAÑOLA DE ORGANIZACIONES 
EMPRESARIALES (CEOE) 
 
 
 
 
 
José María Cuevas Salvador 
 

POR LA CONFEDERACIÓN 
ESPAÑOLA DE LA PEQUEÑA Y 
MEDIANA EMPRESA (CEPYME) 
 
 
 
 
 
Jesús Bárcenas López 
 
 
 
 
 

POR EL GOBIERNO 
 
 
 
 

Jesús Caldera Sánchez-Capitán 
MINISTRO DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES 
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